SENTENCIA TUTELA 2ª INSTANCIA N°04
RADICACIÓN:    660013187003201600112-01
ACCIONANTE: CARLOS ANTONIO YEPES RENDÓN
CONFIRMA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:
Sentencia -2a Instancia – 26 de enero de 2017

Radicación Nro. :
660013187003201600112-01
Accionante:
CARLOS ANTONIO YEPES RENDÓN
Accionado:
COOPERATIVA PROGRESEMOS Y OTROS

Proceso:    
Acción de Tutela – Confirma decisión que negó el amparo solicitado

Magistrado Ponente: 
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Temas:   
RETIRO COMO ASOCIADO DE LA COOPERATIVA “PROGRESEMOS” / INEXISTENCIA DE LA VULNERACIÓN ARGÜIDA. “[Se] concurre ante el juez constitucional con el fin de lograr la protección de los derechos que estima quebrantados por la Cooperativa “Progresemos”, toda vez que lo retiró como socio y como consecuencia de ello perdió los beneficios que tal condición le generaban, en especial el hecho de estar amparado por unas pólizas de vida colectivas suscritas con las empresas de seguros ALLIANZ y  LA EQUIDAD. (…) [N]inguna afectación a derechos fundamentales se observa en este caso, por cuanto es evidente que el señor YEPES RENDÓN, aún tiene la condición de asociado a la Cooperativa “Progresemos” y pese a que le fue anunciado que desde octubre 1° de 2016 sería excluido de la listas de asociados que hacen parte de las pólizas de seguro colectivo, de lo aportado por los apoderados de ALLIANZ y LA EQUIDAD en el trámite de este asunto, lo que se aprecia es que el antes mencionado aun se encontraba amparado. (…) Estima la Sala entonces que el retiro del señor YEPES RENDÓN como vinculado a las pólizas colectivas de seguro -que no como asociado-, no obedeció a una decisión inconsulta ni arbitraria del Gerente de la Cooperativa, sino al hecho de haber incumplido con el pago de sus obligaciones estatutarias, y no obstante que por parte de la entidad se le solicitó que regularizara su situación, ello no encontró eco y solo ahora, en sede de tutela, propone una fórmula de arreglo y de pago de sus primas, las que debió en su debida oportunidad poner en conocimiento de la Gerencia de la Cooperativa, con miras a buscar la solución a los inconvenientes presentados. (…) En ese orden de ideas, para la Corporación, como también lo fue para el juez de primer nivel, ningún derecho fundamental se le ha quebrantado al señor CARLOS ANTONIO YEPES RENDÓN, ni tampoco se advierte la posible comisión de un perjuicio irremediable en su contra con la decisión de la Cooperativa de excluirlo de las listas de los seguros colectivos, pues de cumplir con las exigencias antes indicadas, tendrá la posibilidad de reclamar el amparo respectivo; en consecuencia, se confirmará la providencia adoptada.”.
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, veintiséis (26) de enero de dos mil diecisiete (2017)

                                                                 Acta de Aprobación N° 045
                                                                     Hora: 8:10 a.m.                                    
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por  el señor CARLOS ANTONIO YEPES RENDÓN frente al fallo proferido por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela presentada contra la Cooperativa Progresemos, Aseguradora Allianz S.A., La Equidad Seguros de Vida, Departamento Nacional de Economía Solidaria y la Superintendencia de Economía Solidaria.

2.- DEMANDA 

Los hechos puestos en conocimiento por intermedio del señor YEPES RENDÓN, se pueden resumir de la siguiente manera: (i) es socio desde el año 2001 de la Cooperativa de Ahorro y Vivienda “Progresemos”, y durante los 16 años vinculado se le han efectuado descuentos para ahorro, funerario y seguros, pero al no poder laborar por estar incapacitado no devenga el dinero para los descuentos respectivos, por lo cual fue retirado; (ii) por costumbre a quienes están enfermos las deudas de la Cooperativa se descuentan del pago de indemnizaciones, pero mientras ello sucede la entidad paga el seguro de vida por valor de $15.000 mensuales; (iii) según los estatutos el retiro solo se da desvinculación laboral del ingenio, pero él está no tiene tal condición; (iv) hace 5 años está incapacitado y en trámites para solicitar pensión de invalidez, padece diversas patologías y no tiene para sufragar el $1.490.285 que le adeuda a la Cooperativa, los cuales podría pagar en sumas mensuales, pues no ha logrado conseguir dicha suma; (v) el retiro forzoso de la Cooperativa es decisión unilateral del gerente y no de los socios por lo cual se vulnera el debido proceso; (vi) al ser desvinculado se quebrantan sus derechos fundamentales y su derecho de pertenecer a la lista de corteros de caña beneficiados con los seguros de vida contratados para un posible pago de indemnizaciones, pues está próximo a obtener su calificación de pérdida de capacidad laboral; (vii) los mecanismos ordinarios no son idóneos para proteger sus derechos, además de cumplir con el principio de inmediatez, y (viii) la desvinculación de la cooperativa trae consigo perjuicios como la exclusión de los seguros de vida grupo que ha pagado por 16 años y ejerce la tutela como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, máxime que la Cooperativa no lo puede desamparar en estos momentos, ya que el dinero adeudado lo podrá descontar de sus cesantías, lo cual autoriza desde ahora.

Pide se tutelen los derechos al debido proceso, libertad de asociación, de permanecer asociado, a la igualdad y a la protección especial por su situación de indefensión e incapacidad permanente y en consecuencia  se ordene a la Cooperativa Progresemos: (i) que dentro de las 48 horas siguientes lo reintegre como socio Cooperativo; (ii) que lo incluya en la lista de amparados de las pólizas de vida grupo; (iii) estudie un plan de pagos que le presentará por la suma de $1.490.285 que les adeuda, y (iv) que lo retiren de las centrales de riesgo.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- El despacho admitió la demanda de tutela, dispuso correr traslado de la misma a las entidades accionadas, quienes al respecto informaron lo siguiente:

- El Gerente de la Cooperativa “Progresemos” expresa lo siguiente: (i) el señor CARLOS ANTONIO YEPES RENDÓN se afilió en enero 31 de 2002 y tomó una póliza del fondo funerario y un seguro de vida; (ii) el actor labora como Cortero de Caña en varias empresas y pagó seguros hasta noviembre de 2014; (iii) la Cooperativa canceló dichas primas hasta septiembre 30 de 2016 y el accionante actualmente adeuda $2.974.450, los cuales en varias ocasiones se le ha invitado a pagar o llegar a acuerdos de pago, pero  no presenta y cuando lo hace no muestra voluntad para ello, por lo cual fue retirado de las aseguradoras a partir de octubre 1° de 2016; (iv) la deuda a la que alude el señor YEPES RENDÓN corresponde a diferentes créditos solicitados, pero no se le ha cobrado la correspondiente a las primas que dejó de pagar por 24 meses; (v) desde octubre 9 de 2014 la empresa para la cual labora les informó que habían transcurrido los 180 días de incapacidad del actor por lo cual pedían no les enviaran más descuentos, pero aun así continuó  asegurado a las pólizas mencionadas, pero pese a los avisos efectuados, sin obtener respuesta, se procedió a su retiro de las aseguradoras en octubre 1°, se cruzaron los aportes con las deudas, es decir, se limitaron sus servicios por no pago; (vi)  el tutelante cuenta con 2 años para reclamar el valor asegurado si lo califican con la pérdida de capacidad laboral en un 50% o superior, si la fecha de estructuración es anterior a octubre 1° de 2016; (vii) El accionante no ha sido excluido de la Cooperativa, pero se suspendió el pago de los seguros por no recibir ningún abono de su parte en los últimos 24 meses; (viii) el señor YEPES RENDÓN sigue siendo afiliado pero tiene suspendidos sus servicios por falta de pago al no cumplir con sus deberes estatutarios, y (x) la Cooperativa no lo ha reportado a centrales de riesgo, en solidaridad por su condición de trabajador en período de calificación de pérdida de su capacidad laboral.

- La Apoderada Judicial de ALLIANZ, Seguros de Vida, indica que  entre dicha entidad y la Cooperativa “Progresemos” se celebró contrato de seguro de vida grupo y verificado su sistema de información se tiene que el señor YEPES RENDÓN actualmente figura como asegurado, por lo cual está presta a cumplir con su obligación en tanto el asegurado acredito los requisitos para acceder a una indemnización.  Pide se declare la no responsabilidad de la Aseguradora al no vulnerar derechos fundamentales.

- El representante legal de LA EQUIDAD, SEGUROS DE VIDA, expresa que no le consta lo relatado en los hechos de la tutela por el accionante y se opone a la prosperidad de sus pretensiones, ya que por parte de esa aseguradora no se ha incurrido en vulneración de derechos fundamentales  y revisada la póliza que se suscribió con la Cooperativa “Progresemos” para el período de septiembre 1° de 2016 a septiembre 1° de 2017 el accionante aparece como asegurado.  Pide en consecuencia su desvinculación de este asunto por falta de legitimación por pasiva.

- La Jefe de la Oficina Jurídica de la  Superintendencia Solidaria, informa  que ninguna petición ha sido elevada por el accionante CARLOS ANTONIO YEPES y luego de hacer alusión a las funciones de vigilancia e inspección que les corresponde, considera que éstas implican por ningún motivo la facultad de cogestión, coadministración o intervención en la autonomía jurídica y democrática de las entidades vigiladas y tampoco les asiste intervenir en casos que no son inherentes a las funciones que por ley se les ha asignado.  Pide su desvinculación del trámite.

3.2- Culminado el procedimiento a seguir y en el plazo constitucional, el juzgado de instancia mediante sentencia de diciembre 9 de 2016 declaró improcedente la tutela al observar que en ningún momento el accionante ha sido excluido de la Cooperativa, pues solo se dejó por fuera de unas pólizas a raíz de su no pago, por lo cual estima que la actuación de la Cooperativa se encuentra ajustada a derecho, aunque de lo informado, se desprende que el accionante aun hace parte de las pólizas tomadas por dicha entidad, por lo cual no se vislumbra afectación de sus derechos fundamentales.

4.- IMPUGNACIÓN

Inconforme con la decisión proferida, el accionante sustentó recurso para pedir se revoque el fallo adoptado y se le conceda el amparo y se ordene a la Cooperativa accionada respetar sus derechos como socio cooperativo, en especial continuar adherido a las pólizas de vida, por lo siguiente: (i) es falso lo que dijo el gerente al juzgado, pues sí lo había retirado de la Cooperativa, pero no le dio una alternativa de pago y ahora que presenta la tutela ya está afiliado pero en circunstancias diferentes a las de los demás socios con lo cual se vulnera el derecho a la igualdad; (ii) los $20.000 pesos que envía la Cooperativa a las aseguradoras se los puede facilitar un amigo para que se haga su adición a dichas pólizas y no sea excluido; (iv) en diciembre 22 de 2016 debe radicar papeles para pensión y su trámite dura 4 meses, por lo cual pide que lo ayuden hasta que se le defina tal situación pensional y no se excluya de beneficio alguno; (v) fue expulsado de la Cooperativa pero lo reintegraron, ya que al gerente no le interesa ninguna investigación por entidades rectoras, por lo cual existe un hecho superado frente al reintegro, aunque este no se dio en igualdad de condiciones, al perder ayudas como son los seguros, máxime  que la Cooperativa, cuando le den la pensión y el retroactivo, le descontará lo adeudado.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra la sentencia proferida por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en el fallo impugnado, en cuanto negó la tutela impetrada. De acuerdo con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola.

5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. Es por ello que se erige en el instrumento válido con el que cuentan los ciudadanos para acudir ante cualquier juez de la República en procura de hacer respetar los derechos fundamentales al resultar afectados o vulnerados, siempre y cuando no haya otro medio de defensa judicial al que se pueda recurrir o de existir éste, se busque evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual la tutela procederá de manera transitoria.

En este caso, el señor CARLOS ANTONIO YEPES RENDÓN concurre ante el juez constitucional con el fin de lograr la protección de los derechos que estima quebrantados por la Cooperativa “Progresemos”, toda vez que lo retiró como socio y como consecuencia de ello perdió los beneficios que tal condición le generaban, en especial el hecho de estar amparado por unas pólizas de vida colectivas suscritas con las empresas de seguros ALLIANZ y  LA EQUIDAD.
De la documentación arrimada al dossier, en especial del contenido del oficio de octubre 24 de 2016 que por parte del Gerente de la Cooperativa “Progresemos” se le envió al acá accionante
, se observa que a éste se le comunicó que su estado actual era el de “Retirado”, que solo se procedería al cobro de la suma de $1.490.285.oo que adeudaba, y además que se efectuaría reporte a las centrales de riesgo, situaciones éstas que muy seguramente fueron las que ameritaron que el señor YEPES RENDÓN, acudiera en ejercicio de la acción constitucional. 

Pero de la información que aportó el Gerente de la referida Cooperativa en sede de tutela, lo que ahora se sabe es que el señor CARLOS ANTONIO YEPES RENDÓN no ha sido excluido o retirado como socio de esa entidad, pues aún tiene la condición de asociado, pero limitados los beneficios a que tenía derecho, como lo era el hecho de hacer parte del seguro colectivo de vida, que fue suspendido a raíz del no cumplimiento de sus obligaciones sociales por un lapso de 24 meses, sin que tampoco hubiere sido reportado a las centrales de riesgo, en atención a su incapacidad para laborar.
Frente a dichas circunstancias y como así lo indicó el funcionario de primer nivel, ninguna afectación a derechos fundamentales se observa en este caso, por cuanto es evidente que el señor YEPES RENDÓN, aún tiene la condición de asociado a la Cooperativa “Progresemos” y pese a que le fue anunciado que desde octubre 1° de 2016 sería excluido de la listas de asociados que hacen parte de las pólizas de seguro colectivo, de lo aportado por los apoderados de ALLIANZ y LA EQUIDAD en el trámite de este asunto, lo que se aprecia es que el antes mencionado aun se encontraba amparado
.

Como vemos, aunque en principio y a raíz de que el señor YEPES RENDON, con ocasión de su incapacidad para laborar -la que al parecer data desde hace cinco años-, incumplió por 24 meses el pago de sus obligaciones con la Cooperativa, entre las cuales se hallaban las primas de las pólizas de seguro colectivo de las que hacía parte, ello conllevó a que la entidad decidiera excluirlo de las mismas. No obstante, como se señaló anteriormente, tal escenario no se ha realizado y seguramente ello acaeció precisamente en atención al  principio de solidaridad que la misma Cooperativa tiene para con todos sus asociados, en especial para quienes como el acá accionante se encuentran ad portas de obtener una calificación de pérdida de su capacidad laboral.

Pero aunque en efecto se concretara la exclusión de las pólizas de seguros, de lo referido por el Gerente de la Cooperativa lo que se desprende es que una vez tal situación se realice, el actor cuenta con 24 meses para reclamar el valor asegurado, si es calificado con un pérdida de capacidad laboral del  50% o superior, por lo cual en el evento de que ello acontezca con el señor YEPES RENDÓN, éste tendría la posibilidad de acudir a dichas empresas de seguros para que le otorguen la indemnización a que hubiere lugar.
Estima la Sala entonces que el retiro del señor YEPES RENDÓN como vinculado a las pólizas colectivas de seguro -que no como asociado-, no obedeció a una decisión inconsulta ni arbitraria del Gerente de la Cooperativa, sino al hecho de haber incumplido con el pago de sus obligaciones estatutarias, y no obstante que por parte de la entidad se le solicitó que regularizara su situación, ello no encontró eco y solo ahora, en sede de tutela, propone una fórmula de arreglo y de pago de sus primas, las que debió en su debida oportunidad poner en conocimiento de la Gerencia de la Cooperativa, con miras a buscar la solución a los inconvenientes presentados.

Y finalmente, si bien alega el actor que se vulneró su derecho a la igualdad, en tanto a otros asociados que se encuentran en su misma condición la Cooperativa ha continuado con el pago de los seguros y luego los descuenta cuando los indemnizan, de ello nada se aportó, o por lo menos el único documento que en ese sentido se allegó
, hace relación a una liquidación, devolución de aportes y seguros a un asociado, pero aun así no se sabe con certeza si hace referencia a igual situación a la acaecida con el acá accionante, o si por el contrario ese asociado pese a estar en similares circunstancias cumplió las exigencias para ser debidamente indemnizado y de dichos emolumentos se descontaron los valores que adeudaba por concepto de intereses, lo cual se desconoce y por ende no se aprecia tampoco vulneración a dicha garantía constitucional.

En ese orden de ideas, para la Corporación, como también lo fue para el juez de primer nivel, ningún derecho fundamental se le ha quebrantado al señor CARLOS ANTONIO YEPES RENDÓN, ni tampoco se advierte la posible comisión de un perjuicio irremediable en su contra con la decisión de la Cooperativa de excluirlo de las listas de los seguros colectivos, pues de cumplir con las exigencias antes indicadas, tendrá la posibilidad de reclamar el amparo respectivo; en consecuencia, se confirmará la providencia adoptada.
6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.) 

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario,
WILSON FREDY LÓPEZ
� Ver folio 18. 


� Ver folios 52 y 69. 


� Ver folio 22. 
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